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SUSANA ALCELAY/MARÍA CUESTA 
MADRID 

E
l consenso logrado el pa-

sado octubre por el Pac-

to de Toledo, y sobre el 

que se construyó un 

acuerdo clave en torno a 

una veintena de recomen-

daciones para reformar el sistema de 

pensiones, comienza a tambalearse. 

Varios representantes de 

la comisión parlamenta-

ria han dejado constan-

cia ya de su «malestar» 

por algunas de las pro-

puestas que el ministro 

de Seguridad Social, José 

Luis Escrivá, ha trasla-

dado en las últimas se-

manas a los agentes so-

ciales, según las fuentes 

consultadas por ABC.  

Varios diputados han solicitado a 

la presidenta de la comisión, la exmi-

nistra de Trabajo socialista Magdale-

na Valerio, una reunión para aclarar 

propuestas que han salido a la luz 

como el factor intergeneracional o la 

ampliación de la base cálculo de las 

pensiones. Iniciativas que han sido 

presentadas con el supuesto respaldo 

del Pacto pero que, denuncian, se ale-

jan del listado de recomendaciones.  

Escrivá alude a ese respaldo parla-

mentario que tiene su ministerio cada 

vez que salen a la luz algunas de las 
medidas para reformar el sistema o 

iniciativas como la polémica amplia-

ción de los años para calcular la pen-

sión de 25 a 35. Esta última ha inco-

modado al Pacto de Toledo y, además, 

tensó al máximo las costuras entre la 

facción económica del PSOE y la de 

Unidas Podemos, lo que terminó con 

la exclusión de la ministra de Traba-

jo, Yolanda Díaz, de la presentación 

del último acuerdo para prorrogar los 

ERTE.  

Genera intranquilidad entre miem-

bros de la comisión parlamentaria que 

el ministro insistiera en que el Gobier-

no no ha planteado a Bruselas ningu-

na propuesta en esta línea y que, pos-

teriormente, se conociera que el tex-

to enviado a Europa sí contenía una 

propuesta en firme para ampliar los 
años para el cálculo, aunque en este 

caso no aparecen referencias numéri-

cas. El Gobierno solo se compromete 

a «adecuar las carreras de cotización 

a la realidad laboral». 

El Pacto de Toledo quiere conocer 

también detalles sobre el nuevo fac-

tor intergeneracional prometido por 

el Gobierno a Bruselas. Un indicador 

con el que el responsable de la Segu-

ridad Social quiere recu-

perar la filosofía del fac-

tor de sostenibilidad in-

troducido en la reforma 

de las pensiones del año 

2011, hoy desactivado con 

el respaldo del Pacto de 

Toledo. 

Este futuro factor de 

sostenibilidad, diseña-

do por el gestor de las 

pensiones, permitiría hacer una «re-

visión periódica» de los «paráme-

tros fundamentales del sistema», 

para así adecuar las prestaciones a 

«la evolución de la demografía y el 

equilibrio entre la población ocupada 

y la población pensionista». Esta re-

dacción ambigua de la futura norma 

concede amplio margen de negocia-

ción al ministerio con los agentes so-

ciales y con otras formaciones políti-

cas en uno de los puntos que, con toda 

seguridad, generará fuerte debate y 

polémica porque, en resumidas cuen-

tas, lo que persigue es recortar de for-

ma notoria el gasto en pensiones. El 

choque con el ala comunista del Go-

bierno está también asegurado. 

De hecho, todas las propuestas en-

viadas a las autoridades europeas es-

tán redactadas de forma ambigua, sin 

detalles ni concreción, para evitar, pre-

cisamente, ‘guerrillas’ como las vivi-

das con los socios de Gobierno y tam-

bién con los sindicatos, a los que Pe-

dro Sánchez no va a tener fácil sumar 

a una reforma que lleva en el primer 

folio marcado en rojo un recorte del 

gasto de más de 30.000 millones. 

Pero esta falta de concreción en 
las medidas no podrá mantenerla por 

mucho tiempo el Ejecutivo. La Comi-

sión Europea exige detalles y objeti-

vos en cada uno de los cambios que 

abordarán los Estados como condi-

ción para recibir los fondos para lu-

char contra la crisis; más en la refor-

ma de las pensiones, la de mayor ca-

lado a la que se enfrenta la economía 

española.  

La importancia del consenso cose-

chado en la comisión del Pacto de To-

ledo fue clave para el Gobierno, pues 

daba margen al Ejecutivo de Pedro 

Sánchez para poner en marcha una de 

las reformas que Bruselas ha señala-

do como condición para recibir los fon-

dos de reactivación por el Covid. El 

apoyo de la oposición despejaba la tra-
mitación de unos cambios que deben 

nacer con el consenso no solo de los 

agentes sociales, sino también del Par-

lamento. Por ello, las suspicacias le-

vantadas entre algunos grupos pue-

den tener consecuencias más a largo 

plazo. Ya lo advirtió el vicepresidente 

de la Comisión Europea, Margaritis 

Schinas, la semana pasada en el Euro-

foro Vocento: «Sin reformas no habrá 

inversiones». 

El Pacto de Toledo alumbró a fina-

les de 2020 un texto de recomen-

daciones poco concretas y menos 

ambiciosas de lo que se espera-

ba en un principio. Sí que seña-

laba, sin embargo, cuestiones 

que ya se han puesto en mar-

cha, como que el Estado finan-

cie vía Presupuestos o con 

transferencias directas los gas-

tos impropios del sistema de 

la Seguridad Social, como son 

las bonificaciones. La sepa-

ración de fuentes de financia-

ción se plantea de forma pro-

gresiva, pero se marca el año 

2023 como fecha límite, coinci-

diendo con el final de la legislatu-

ra; de hecho, este año han comen-

zado las primeras transferencias. 

Además, para solventar los pro-

blemas contables derivados de los 

préstamos del Estado, el Pacto de 

Toledo propone compensarlos con 

el traspaso de su patrimonio e in-
muebles a las administraciones afec-

tadas. 

Malestar en el Pacto de Toledo por  
la deriva de Escrivá con las pensiones

Sueldos altos  
y autónomos 
Como fórmula para recaudar más, 
Escrivá se compromete a destopar 
las bases máximas, lo que supone 
elevar las cuotas a los sueldos  
más elevados, y a que los  
autónomos comiencen  
a cotizar por ingresos reales.   

Un nuevo factor 
generacional 
Se promete a Bruselas un meca-
nismo de reparto intergeneracio-
nal que permitirá una «revisión 
periódica» de los «parámetros 
fundamentales del sistema», para 
adecuar las prestaciones a «la 
evolución de la demografía».

Más años para 
calcular la jubilación 
Ampliación de los años para 
calcular la pensión. En la propues-
ta enviada a Bruselas, el Gobierno 
omite la ampliación a 35 años, 
pero mantiene su voluntad de 
«adecuar las carreras de cotiza-
ción a la realidad laboral».   

Los puntos de discordia

∑ Varios diputados piden una reunión 
a la presidenta, Magdalena Valerio,  
para aclarar medidas trasladadas 
por el ministro al diálogo social 

∑ Creen que la ampliación de los años 
para calcular la pensión o el diseño 
del factor intergeneracional se alejan 
de las recomendaciones del Pacto

Ambigüedad 
Las iniciativas 

enviadas a 
Bruselas están 
redactadas de 

forma ambigua  
e inconcreta

José Luis Escrivá, ministro  
de Seguridad Social

A. DE ANTONIO
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Las recomendaciones no plan-

tean una reforma muy profunda del 

sistema. De hecho, mantuvo la in-

dexación del retiro con el IPC y se 

planteó como posibilidad a estudiar 

la elección de los años más favora-

bles de la vida laboral para el cálcu-

lo de la pensión, lo que compensa-

ría carreras con agujeros por de-

sempleo o precariedad. 

Sí que se apremia al Ejecutivo a 

incentivar la aproximación de la edad 

real de jubilación y la legal y marcó 

un plazo de tres meses para que se 

compensen los coeficientes reduc-

tores de las prejubilaciones. Igual-

mente se llamó a incentivar los pla-
nes de pensiones de empresa frente 

a los individuales y a garantizar las 

prestaciones de viudedad a las pa-

rejas sin vínculos matrimoniales.

Un recorte de 

30.000 millones 

A cambio de mantener el poder 
adquisitivo para los casi nueve 
millones de pensionistas, 
Escrivá se compromete ante 
Bruselas a recortar el gasto  
en más de 30.000 millones  
de euros.   


